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DIVISION DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA
            Al contestar refiérase 

    al  oficio  Nº   1 1 2 0 4
20 de setiembre, 2004
DAGJ-2377-2004
Licenciado

Ronald Núnez Álvarez

CORPORACIÓN JURÍDICA EMARO, S.A.

FAX 2211686

Estimado señor: 

Asunto: Se archiva consulta sobre el Fideicomiso de Titularización del Proyecto Hidroeléctrico Cariblanco, sus procedimientos de contratación y el sometimiento o no a la Ley de Contratación Administrativa, por tratarse de un particular.

Damos respuesta a su nota  sin número ni fecha, recibida el 7 de setiembre en curso. Por este indica, para efectos de consulta, que en razón de haberse publicado en diferentes medios de circulación nacional,  diversas invitaciones por parte de la Unidad Ejecutora del Fideicomiso de Titularización del Proyecto Hidroeléctrico Cariblanco, para participar en varios concursos de oferta, equipos, láminas de acero compuertas, entre otras, es que se apersonó un sujeto interesado, para solicitarle que a pesar de no participar como oferente en  una licitación para la compra de acero, se apersonara y observara el procedimiento que se sigue en la licitación.

Por ello,  el 27 de julio se apersonó a las oficinas de la Unidad Ejecutora dicha, pero al tratar de ingresar un señor le indicó que solo los oferentes podían ingresar, y que tal oficina era una empresa privada regida por el derecho privado, razón por la cual no tenía derecho de estar en la apertura de las ofertas. Esto motivó el levantamiento de un acta notarial para detallar los hechos ocurridos.

Según investigaciones realizadas, se observa que el Fideicomiso del PH Cariblanco se constituyó al igual que el PH Peñas Blancas, con el ICE como fideicomitente y con el área fiduciaria del banco Nacional. El ICE figura además como beneficiario mediato y el banco dicho como fiduciario. El Fideicomiso realiza emisiones de títulos que son negociados en la Bolsa Nacional de Valores y con  el dinero invertido, se financia el proyecto.

El ICE además del contrato de constitución del fideicomiso firmó con el fiduciario otros dos contratos; uno de construcción y el otro de arrendamiento de la planta una vez construida. El fideicomiso contrató al ICE como constructor, para que ejecute el proyecto, y el fideicomiso se comprometió con el constructor en conseguir los diversos materiales e insumos, a saber, 3500 toneladas de láminas de acero.

Sin perjuicio de las bondades del esquema de trabajo indicado,  señala 
que llama la atención que el contrato y los demás actos se rijan  por el derecho privado; sea, no se aplica la normativa propia de contratación administrativa ni hay tutela por parte del órgano contralor. No hay objeciones al cartel ni apelación del acto de adjudicación ni refrendo contralor, entre otros. 

Así, en su condición de abogado litigante, bajo una legitimación de interés difuso en el asunto, requiere se le conteste lo siguiente: 1) ¿Las contrataciones que realiza el Fideicomiso están sujetas o no a la Ley de Contratación Administrativa y a todo lo que ello implica?, 2) ¿hay revisión de legalidad ante el órgano contralor, conforme lo dispone el Voto 998-98 de la Sala Constitucional?

Finalmente, ruega que se ordene al Fideicomiso la suspensión de las fechas de apertura de los concursos aún sin abrir, y que no se adjudiquen los procesos ya iniciados, hasta tanto la Contraloría General no conozca y valore la situación de mérito.

Criterio del despacho

Es reiterado el criterio, apegado a legalidad, de no dar curso a gestiones como la que nos ocupa por provenir de sujetos privados (Vid. Circular CO–529, de 26 de mayo del 2000, publicada en La Gaceta No. 107, de lunes 5 de junio del 2000; en esta se regula actividad consulta que es solo para sujetos públicos). 

Lo anterior, pese a que el consultante alega, a su favor, ostentar legitimación por intereses difusos hecho que, eventualmente, haría que este órgano contralor ingresase al conocimiento de la gestión
, pero no en el presente caso en donde, además, las preguntas de la parte ya han sido contestas por esta Contraloría General.

En efecto, en oficio contralor número 11040 (DI-AA-2439), del 10 de octubre del 2003, se señaló en relación con el fideicomiso de Cariblanco: 

“8.
Con respecto a la Cláusula 10.1, referente a la adquisición de bienes y servicios para la construcción del proyecto, se reitera lo indicado con respecto al numeral 7.1.d. Asimismo, las contrataciones deberán sujetarse a los principios establecidos por la Ley de la Contratación Administrativa y en la cláusula descrita, pero no limitados a ellos, pues también deberán tenerse por integrados los principios que agrega la Sala Constitucional a través de la Resolución 998-98”.

Así las cosas, se dejan contestada la gestión formulada por el consultante. De estimarlo pertinente, podrá accionar por las vías recursivas correspondientes o formular denuncia, como es debido, y ante esta propia institución, de estar ante posibles actos que lesionan el interés de la colectividad, hecho que en la especie no se ha demostrado.

Atentamente,

Lic. Marco V. Alvarado Quesada

Gerente Asociado

Lic. Christian E. Campos Monge, M.Sc.

Fiscalizador
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(  Criterios y dictámenes

� En materia de tutela de la hacienda pública la propia jurisprudencia constitucional (Vid. 2003-03488, de las 14:10 horas del 2 de mayo del 2003, entre otros) ha reconocido la presencia de los denominados intereses difusos, a favor del ciudadano. En ese sentido, cuando, más allá de un interés particular se pretenda la salvaguarda de los fondos y recursos públicos, cabría el reconocimiento de los intereses dichos, lo cual no es de recibo en el presente caso.





